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PROYECTO DE LEY No. _____ de 2017 

“por medio del cual se adiciona la ley 769 de 2002 y se dictan otras disposiciones” 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA 

Artículo 1°. Modifíquense los artículos 62 de la Ley 361 de 1997, artículo 3° de la 

Ley 1287 de 2009 y el artículo 11 del Decreto número 1538 de 2005 expedido por 

el presidente de la República, los cuales quedarán así: 

El artículo 62 de la Ley 361 de 1997, por la cual se establecen mecanismos de 

integración social de las personas en situación de discapacidad y se dictan otras 

disposiciones: 

Todos los sitios abiertos al público como centros comerciales deberán disponer de 

acceso y en especial sitios de parqueo para las personas a que se refiere la 

presente ley, de acuerdo a dimensiones adoptadas internacionalmente en un 

número de por lo menos el 5% del total. Deberán, asimismo, estar diferenciados 

por el símbolo internacional de la accesibilidad. 

En el caso de nuevas urbanizaciones y unidades residenciales se garantizará 

como mínimo un porcentaje equivalente al dos por ciento (2%) del total de 

parqueaderos habilitados. En ningún caso, podrá haber menos de un (1) espacio 

habilitado, debidamente señalizado con el símbolo gráfico de accesibilidad 

Las ubicaciones de los sitios de parqueos de acceso prioritario deberán estar 

ubicados cerca a los ascensores, rampas, escaleras, accesos y/o salidas a los 

establecimientos. 

El artículo 3° de la Ley 1287 de 2009 quedará así: 

Artículo 3°. Con el fin de garantizar la movilidad de las personas con movilidad 

reducida, las autoridades municipales y distritales autorizarán la construcción de 

las bahías de estacionamiento y dispondrán en los sitios donde ellas existan, así 

como en los hospitales, clínicas, instituciones prestadoras de salud, instituciones 

financieras, centros comerciales, supermercados, empresas prestadoras de 

servicios públicos domiciliarios, parques, edificaciones destinadas a espectáculos 

públicos, unidades deportivas, auto cinemas, centros educativos, edificios públicos 

y privados, de sitios de parqueo debidamente señalizados y demarcados para 

personas con algún tipo de discapacidad y/o movilidad reducida, o cuya capacidad 
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de orientación se encuentre disminuida por razón de la edad o enfermedad, con 

las dimensiones internacionales en un porcentaje mínimo equivalente al cinco por 

ciento (5%) del total de parqueaderos habilitados. En ningún caso podrá haber 

menos de un (1) espacio habilitado, debidamente señalizado con el símbolo 

internacional de accesibilidad, de conformidad con lo establecido en el Decreto 

número 1660 de 2003. 

En el caso de unidades residenciales y nuevas urbanizaciones se garantizará 

como mínimo un porcentaje equivalente al dos por ciento (2%) del total de 

parqueaderos habilitados. En ningún caso, podrá haber menos de un (1) espacio 

habilitado debidamente señalizado con el símbolo gráfico de accesibilidad. 

Parágrafo. Para los efectos previstos en este artículo, se considera que una 

persona se encuentra disminuida en su capacidad de orientación por razón de la 

edad, cuando tenga o exceda los sesenta y cinco (65) años. 

El artículo 11 del Decreto número 1538 de 2005, por el cual se reglamenta 

parcialmente la Ley 361 de 1997, quedará así: 

Artículo 11. Reserva de estacionamientos accesibles en zonas de 

parqueo. En todos los sitios abiertos al público como edificios de uso público, 

centros comerciales, y en general en todo sitio donde existan parqueaderos 

habilitados para visitantes, se dispondrá de sitios de parqueo para personas con 

movilidad reducida, debidamente señalizados y con las dimensiones 

internacionales. 

En estos espacios se garantizará como mínimo un porcentaje equivalente al cinco 

por ciento (5%) del total de parqueaderos habilitados. En ningún caso podrá haber 

menos de un (1) espacio habilitado, debidamente señalizado con el símbolo 

gráfico de accesibilidad. 

En el caso de nuevas urbanizaciones y unidades residenciales se garantizará 

como mínimo un porcentaje equivalente al dos por ciento (2%) del total de 

parqueaderos habilitados 

Parágrafo. Las autoridades municipales y distritales competentes, determinarán 

en las normas urbanísticas del Plan de Ordenamiento Territorial, la reserva para 

estacionamientos accesibles, contiguos a todo centro de interés público, sea este 

de tipo administrativo, comercial, cultural, recreativo, deportivo, o de servicios; 

dicha reserva no podrá ser menor de 2 estacionamientos por cada 100. 
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Artículo 2°. Demarcación. Las autoridades de transporte y tránsito de las 

entidades territoriales, distritales y municipales deben establecer en las zonas de 

estacionamiento referidas en el artículo 1° de la presente ley, y en general, en los 

parqueos públicos ubicados en el territorio de su jurisdicción, sitios demarcados, 

tanto en piso como en señalización vertical, con el símbolo internacional de 

accesibilidad (NTC 4139), para el parqueo de vehículos automotores utilizados o 

conducidos por personas con movilidad reducida, con discapacidad y para 

mujeres embarazadas o con bebé a bordo. 

Parágrafo. Para la aplicación del presente artículo se debe tener en cuenta la 

Norma Técnica NTC 4904 y aquellas normas que los Ministerios de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible, Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y el Ministerio de 

Transporte, o quienes hagan sus veces, establezcan en el futuro. 

 

Artículo 3°. Sanciones por no disponer de sitios especiales de parqueo. Las 

personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, que presten el servicio de 

parqueadero al público, así como las autoridades gubernamentales del nivel 

nacional, departamental, distrital y municipal que no cumplan con las disposiciones 

establecidas en la presente ley, en sus proyectos urbanísticos nuevos incurrirán 

en las sanciones previstas en el artículo 4° de la presente ley. 

 

Artículo 4°. Procedimiento para imponer sanciones. Para aplicar las sanciones 

contempladas en la presente ley, se aplicará el procedimiento señalado en el 

Código Nacional de Tránsito Terrestre -Ley 769 de 2002. 

El no acatamiento será sancionado de forma sucesiva con multa entre diez (10) y 

cincuenta (50) salarios mínimos mensuales legales vigentes y cierre temporal del 

parqueadero hasta por cinco (5) días, por la primera falta. 

Si se sucediere una segunda violación en un tiempo no superior a seis (6) meses 

desde ocurrida la primera falta, se multará al establecimiento entre cincuenta (50) 

y cien (100) salarios mínimos mensuales legales vigentes y cierre temporal del 

establecimiento entre cinco (5) y quince (15) días. 

Una tercera falta ocurrida dentro del período posterior a seis (6) meses desde la 

primera dará lugar a cierre definitivo del establecimiento. 

Para la imposición de la sanción contenida en el artículo 3º de la presente ley, 

serán competentes las autoridades encargadas de ejercer el control urbano en el 
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respectivo municipio o distrito y las sanciones a imponer serán las establecidas en 

el capítulo de infracciones urbanísticas del Código Nacional de Policía y 

Convivencia.  

 

Artículo transitorio 5°. Las Normas Técnicas Colombianas (NTC) relacionadas 

en la presente ley, en la Ley 361 de 1997, y en cualquiera otra que tr ate materias 

aquí reguladas, así como en sus decretos reglamentarios, o demás normas que 

los modifiquen y complementen, deberán ajustarse a los parámetros aquí 

establecidos en un plazo no mayor a dos (2) meses a partir de la entrada en 

vigencia de la presente ley. 

 

Artículo 6°. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la 

presente ley, todos los sitios que tengan parqueaderos a los que se refiere esta 

ley, podrán hacer las adecuaciones pertinentes para adoptar las disposiciones 

aquí previstas. 

 

Artículo 7°. Los videos, fotografías y demás herramientas tecnológicas que 

emplean los establecimientos que presten el servicio de parqueadero al público, 

podrán constituirse como pruebas o evidencias para la imposición de 

comparendos por estacionamiento indebido de vehículos en zonas demarcadas 

y/o reservadas como espacio para personas con movilidad reducida o con 

discapacidad permanente, disminución motora, sensorial o mental y mujeres 

embarazadas. Para tal efecto el Ministerio de Transporte expedirá en el término de 

seis (6) meses la normatividad que garantice el debido uso de estos medios 

probatorios. 

 

Artículo 8°. Certificado Único de discapacidad. Crease el Certificado único de 

discapacidad (CUD); el cual será expedido por las autoridades de tránsito 

territoriales, bajo los criterios y procedimientos que determine el Ministerio de 

Transporte. 

Este certificado será un documento público, de uso personal e intransferible en 

todo el territorio nacional. 

Para que el Certificado Único de Discapacidad (CUD) sea válido para estacionar 

en los sitios demarcados con el símbolo internacional de accesibilidad, el vehículo 

deberá ser conducido y/o utilizado al momento de aparcar o estacionar por la 
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persona en estado de embarazo notorio, con movilidad reducida o en condición de 

discapacidad. 

El Certificado Único de Discapacidad (CUD) deberá ser portado en un lugar visible 

dentro del vehículo y su vigencia será renovada anualmente mientras persistan las 

causales por las cuales se otorgó. 

Parágrafo. El Ministerio dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de 

esta ley, reglamentará lo concerniente a lo establecido en este artículo. 

 

Artículo 9°. Sanciones por uso indebido del Certificado Único de Discapacidad 

(CUD) por parte de su beneficiario o persona distinta a ella, será sancionado 

pecuniariamente con un (1) salario mínimo legal mensual vigente y la caducidad 

del permiso especial de manera permanente, sin perjuicio de cualquier otra acción 

legal a que hubiere lugar. 

Parágrafo. Las multas deberán ser canceladas en favor del municipio del lugar 

donde ocurriere la infracción, las cuales serán destinadas para la vigilancia y 

promoción del cumplimiento de esta norma y para el apoyo a las personas en 

situación de discapacidad física, psíquica, mental, auditiva; conforme a los 

programas establecidos por la entidad territorial. 

 

Artículo 10. Modifíquese los numerales 5 y 9 del artículo 76 de la Ley 769 de 

2002, modificado por el artículo 15 de la Ley 1383 de 2010 y modificado por el 

artículo 15 de la Ley 1811 de 2016, el cual quedará así: 

 

Artículo 76. Lugares prohibidos para estacionar. 

5. En zonas expresamente destinadas para estacionamiento o parada de cierto 

tipo de vehículos, incluyendo las paradas de vehículos de servicio público, mujeres 

embarazadas o para limitados físicos sin que cuenten con el respectivo permiso 

expedido por la autoridad de tránsito competente. 

9. En doble fila de vehículos estacionados, o frente a hidrantes y entradas de 

garajes o rampas de acceso para personas con discapacidad.  
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Artículo 11. Modifíquese el artículo 122 de la Ley 769 de 2002, modificado por el 

artículo 20 de la Ley 1383 de 2010, el cual quedará así: 

Artículo 122. Tipos de sanciones. Las sanciones por infracciones del presente 

código son: 

Amonestación. 

Multa. 

Suspensión de la Licencia de Conducción. 

Suspensión o cancelación del permiso o registro 

Inmovilización del Vehículo. 

Retención preventiva del Vehículo. 

Cancelación definitiva de la Licencia de Conducción. 

Trabajo Comunitario. 

Las sanciones señaladas en este artículo se impondrán como principales o 

accesorias al responsable de la infracción, independientemente de las sanciones 

ambientales a que haya lugar por violación de cualquiera de las regulaciones, 

prohibiciones y restricciones sobre emisiones contaminantes y generación de ruido 

por fuentes móviles. 

Parágrafo 1°. Ante la comisión de infracciones ambientales se impondrán por las 

autoridades de tránsito respectivas, las siguientes sanciones: 

Multa equivalente a treinta (30) salarios mínimos legales diarios. 

Suspensión de la licencia de conducción hasta por seis (6) meses, por la segunda 

vez, además de una multa igual a la prevista en el numeral 1, si el conductor fuere 

el propietario del vehículo. 

Revocatoria o caducidad de la licencia de conducción por la tercera vez, además 

de una multa igual a la prevista en el numeral 1, si el conductor fuere el propietario 

del vehículo. 

Inmovilización del vehículo, la cual procederá sin perjuicio de la imposición de las 

otras sanciones. 

En los casos de infracción a las prohibiciones sobre dispositivos o accesorios 

generadores del ruido, sobre sirenas y alarmas, lo mismo que sobre el uso del 

silenciador se procederá a la inmediata inmovilización del vehículo, sin perjuicio de 

las demás sanciones que correspondan. 
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Cuando quieran que se infrinjan las prohibiciones, restricciones o regulaciones 

sobre emisiones contaminantes por vehículos automotores, se seguirá el siguiente 

procedimiento. 

El agente de vigilancia del tráfico que detecte o advierta una infracción a las 

normas de emisión de contaminantes o de generación de ruidos por vehículos 

automotores, entregará al presunto infractor una boleta de citación para que el 

vehículo sea presentado en un centro de diagnóstico para una inspección técnica 

en un término que no podrá exceder de quince (15) días. En la citación se indicará 

la modalidad de la presunta infracción que la ocasiona. Esto sin perjuicio de la 

vigencia del certificado de la obligatoria revisión técnico-mecánica y de gases. 

Realizada la inspección técnica y determinada así la naturaleza de la infracción, el 

centro de diagnóstico donde aquella se hubiere practicado, entregará al presunto 

infractor copia del resultado del examen practicado al vehículo y remitirá el original 

a la autoridad de tránsito competente, para que, previa audiencia del interesado, 

se imponga la sanción que en cada caso proceda. 

En caso de que el infractor citado no presentare el vehículo para la práctica de la 

visita de inspección en la fecha y horas señaladas, salvo causal comprobada de 

fuerza mayor o caso fortuito, las multas a que hubiere lugar se aumentarán hasta 

en el doble y el vehículo podrá ser inmovilizado por la autoridad de tránsito 

respectiva, hasta tanto el infractor garantice mediante caución la reparación del 

vehículo. 

Practicada la inspección técnica, el infractor dispondrá de un término de quince 

(15) para reparar el vehículo y corregir la falla que haya detectado en el centro de 

diagnóstico y deberá presentarlo, antes del vencimiento de este nuevo término, 

para la práctica de una nueva inspección con el fin de determinar que los defectos 

del vehículo, causantes de la infracción a las normas ambientales, han sido 

corregidos. Vencido el plazo y practicada la nueva revisión, si el vehículo no 

cumple las normas o es sorprendido en circulación en la vía pública, será 

inmovilizado. 

Cuando la autoridad de tránsito detecte una ostensible y grave violación de las 

normas ambientales podrá ordenar al infractor la inmediata revisión técnica del 

vehículo en un centro de diagnóstico autorizado para la práctica de la inspección 

técnica. 

Si practicada la inspección técnica se establece que el vehículo cumple las 

normas ambientales, no habrá lugar a la aplicación de multas. 

Quedan exentos de inspección técnica los vehículos impulsados con motor de 

gasolina, durante los tres (3) primeros meses de vigencia del certificado de 
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movilización, a menos que incurran en flagrante y ostensible violación de las 

normas ambientales. 

No habrá lugar a inspección técnica en casos de infracción a las normas 

ambientales por omisión de polvo, partículas, o humos provenientes de la carga 

descubierta de vehículos automotores. 

En tal caso, el agente de tránsito ordenará la detención del vehículo y entregará al 

infractor un comparendo o boleta de citación para que comparezca ante la 

autoridad de tránsito competente, a una audiencia en la que se decidirá sobre la 

imposición de la sanción que proceda. 

Los agentes de tránsito podrán inmovilizar hasta por veinticuatro (24) horas, 

debiendo informar de ello a la autoridad de tránsito competente, los vehículos que 

ocasionen emisiones fugitivas provenientes de la carga descubierta, hasta tanto se 

tomen por el infractor las medidas apropiadas para impedir dichas emisiones, sin 

perjuicio de la aplicación de las demás sanciones que correspondan. 

Parágrafo 2°. Las autoridades encargadas de la vigilancia y el control del 

cumplimiento de las normas de tránsito y transporte tendrán a su cargo vigilar y 

controlar el cumplimiento de las disposiciones ambientales, aplicables a vehículos 

automotores. Para el cumplimiento de estas funciones las autoridades 

competentes tomarán las medidas necesarias en su jurisdicción. 

Parágrafo 3°. Para efectos del presente código, y salvo disposición contraria, la 

multa debe entenderse en salarios mínimos diarios legales vigentes. 

Parágrafo 4°. Los conductores que no tengan el respectivo Certificado Único de 

Discapacidad (CUD), expedido por la autoridad de tránsito territorial y estacionen 

sus vehículos en lugares públicos de estacionamiento específicamente 

demarcados con el símbolo internacional de accesibilidad para los automotores, 

serán acreedores de las sanciones establecidas en este código; además de la 

obligación de prestar servicios gratuitos comunitarios, por un término de diez (10) 

horas en los establecimientos que determine la autoridad de tránsito territorial. 

 

Artículo 12. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga 

todas las disposiciones que le sean contrarias. 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I. INTRODUCCIÓN: 

Con la expedición de la Constitución Política de 1991 se elevaron a rango 

constitucional los derechos de los discapacitados físicos. Es por ello que en el 

artículo 47 de la carta política se enuncia: “El Estado adelantará una política de 

prevención, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, 

sensoriales y psíquicos, a quienes prestará la atención especializada que 

requieran”. Este proyecto desarrolla uno de los fundamentos del Estado 

colombiano: el respeto a la dignidad humana y provee garantías para las personas 

con limitaciones o que se encuentran en condiciones de debilidad manifiesta, 

como las consagradas en los artículos 54 y 68 de la Carta Fundamental. 

En desarrollo de estos principios constitucionales y en beneficio de los 

discapacitados, se han promulgado diversas reglamentaciones relacionadas con 

este segmento poblacional, entre las que se pueden citar las Leyes 361 de 

1997, por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas 

con limitación y se dictan otras disposiciones, la Ley 762 de 2002, por medio de la 

cual se aprueba la `Convención Interamericana para la Eliminación de todas las 

Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad”, etc. 

En materia de movilidad, encontramos algunas disposiciones normativas que se 

refieren a la protección de los discapacitados a saber: 

La Ley 769 de 2002 -Código Nacional de Tránsito-, prevé en el inciso segundo de 

su artículo 1° denominado ámbito de aplicación y principios señala que “En 

desarrollo de lo dispuesto por el artículo 24 de la Constitución Política, todo 

colombiano tiene derecho a circular libremente por el territorio nacional, pero está 

sujeto a la intervención y reglamentación de las autoridades para garantía de la 

seguridad y comodidad de los habitantes, especialmente de los peatones y de los 

discapacitados físicos y mentales, para la preservación de un ambiente sano y la 

protección del uso común del espacio público”. 

Por su parte la Ley 1287 de 2009, por la cual se adiciona la Ley 361 de 1997, 

prevé un marco regulatorio para garantizar el acceso y el seguro desplazamiento 

de personas con discapacidad a cualquier “espacio o ambiente ya sea interior o 

exterior”. En esta ley, se adicionan unas sanciones para quienes no permitan el 

adecuado cumplimiento de las normas allí establecidas, que oscilan entre 

cincuenta (50) y doscientos (200) salarios mínimos legales diarios vigentes. 
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Así mismo, se tiene que el Decreto número 1660 de 2003, expedido por los 

Ministerios de Protección Social y de Transporte, contiene un conjunto de 

disposiciones reglamentarias respecto de la accesibilidad a los modos de 

transporte de la población en general y en especial de las personas con 

discapacidad. 

Este Decreto se planteó como objetivo “fijar la normatividad general que garantice 

gradualmente la accesibilidad a los modos de transporte y la movilización en ellos 

de la población en general y en especial de todas aquellas personas con 

discapacidad”. 

En igual sentido, en su artículo 2°, denominado ámbito de aplicación, 

expresamente rubrica que “Las disposiciones contenidas en el presente decreto se 

aplicarán al servicio público de transporte de pasajeros y mixto, en todos los 

modos de transporte, de acuerdo con los lineamientos establecidos en las Leyes 

105 de 1993, 336 de 1996 y 361 de 1997, en concordancia con las Leyes 762 y 

769 de 2002. En cuanto hace a la infraestructura de transporte, la presente 

normatividad será aplicable solo a los municipios de Categoría Especial y a los de 

Primera y Segunda Categoría”. 

Ahora, si bien se observa, esta accesibilidad a la que se refiere el citado decreto 

es frente al transporte público, pero no es completo frente a la actividad de los 

privados que tienen espacios para el ingreso de personas, incluidas personas con 

discapacidad, movilidad reducida y aún mujeres embarazadas o personas que 

transporten bebés. Por lo anterior, se hace necesario regular con mayor fortaleza 

este aspecto, ya que espacios que son de acceso al público no están actualmente 

regulados para que estas normas, inicialmente creadas para el transporte público, 

se apliquen a espacios privados abiertos al público, como los que se mencionan 

en el articulado propuesto. 

 

II. OBJETO DEL PROYECTO: 

El presente proyecto busca incluir, dentro del Código de Tránsito, disposiciones 

que se encuentran en normas referentes a personas con limitaciones físicas o 

discapacidades diversas. La pregunta es: ¿para qué incluir esas normas en el 

Código de Tránsito? La respuesta es clara y simple: mediante el Código de 

Tránsito están habilitadas expresamente las autoridades de tránsito para imponer 

las multas, siendo esto claro en la medida de que el ius puniendi que está en 

cabeza del Estado debe reposar en una ley de la República que sea coherente 
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con aspectos de reserva legal y además de unidad de materia, a efecto de que la 

sanción que se le imponga al ciudadano por infringir una ley tenga la fuerza 

suficiente y no pueda ser atacada por falta de legitimidad para hacer prevalecer 

los derechos de las personas a que se refiere el presente proyecto. 

En igual sentido se recoge lo dispuesto por el Decreto número 1660 de 2003 que 

es, hasta el momento, la regla de derecho que impone deberes a privados en 

temas de parqueos, pero que según su objeto sería solo aplicable al transporte 

público, por lo que se hace necesario reubicar estas disposiciones en una ley de la 

república, como en efecto lo es el Código de Tránsito. 

El artículo 1° de la presente iniciativa consagra la modificación a los artículos 62 

de la ley 361 de 1997, el artículo 3º de la ley 1287 de 2009 y el articulo 11 del 

Decreto 1538 de 2005. Este primer artículo del proyecto propone concretamente 

aumentar el porcentaje de parqueaderos habilitados a esta población en situación 

de discapacidad del 2% como está actualmente en la legislación, al 5%. 

 El artículo 2° establece la forma en que se hace la demarcación de los 

estacionamientos para las personas beneficiarias del presente proyecto de ley. Es 

necesario señalar que la Norma Técnica Colombiana con la cual se ha adoptado 

el estándar internacional debe adecuarse al nuevo porcentaje de parqueaderos 

previsto por este proyecto de ley. 

El artículo 3° establece las sanciones por no disponer de sitios especiales de 

parqueo. Este artículo precisa que las sanciones a las que hace referencia aplican 

a aquellas personas naturales o jurídicas que presten el servicio de parqueadero 

al público, y se dejó claridad también que estas sanciones aplicarán a proyectos 

urbanísticos nuevos o que se encuentren actualmente en el proceso de 

consecución de la licencia de construcción, esto con el fin de no afectar licencias 

de construcción otorgadas con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, ya 

que como se sabe, ese tipo de licencias generan derechos adquiridos que en 

virtud del principio de legalidad no deberían ser afectados por una norma expedida 

con posterioridad a su consecución.  

El artículo 4° de la iniciativa es referente a los procedimientos a seguir cuando de 

imponer sanciones se trate.  

El artículo 5º se refiere al ajuste que debe hacerse de las Normas Técnicas 

Colombianas (NTC) y demás normas que traten la materia regulada en este 
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proyecto, en los dos (2) meses siguientes a partir de la entrada en vigencia del 

mismo; lo anterior en virtud del principio de unidad normativa.  

El artículo 6º establece un plazo de seis (6) meses para que todos los lugares que 

tengan parqueaderos en los supuestos que plantea el proyecto, puedan adecuar 

los mismos a las disposiciones en él previstas. 

El artículo 7º establece que los videos, fotografías y demás herramientas 

tecnológicas de los diversos establecimientos que prestan el servicio de 

parqueadero al público, podrán constituirse en prueba para la imposición de 

comparendos por parte de la policía de tránsito de quienes se estacionen 

indebidamente en zonas demarcadas para personas discapacitadas. Para 

reglamentar claramente esta materia, el proyecto insta al Ministerio de Transporte 

a expedir la normatividad respectiva para garantizar el uso de dichos medios 

probatorios.  

El artículo 8º crea el Certificado Único de Discapacidad (CUD), documento que 

será público, de uso personal e intransferible en todo el territorio nacional y 

expedido por las autoridades de transito territoriales bajo los criterios y 

procedimientos que establezca el Ministerio de Transporte en un término no mayor 

a los seis (6) meses siguientes a la expedición de este proyecto.  

Este artículo deja claro que para que el CUD sea válido para estacionar en sitios 

demarcados con el símbolo internacional de accesibilidad, el vehículo deberá ser 

conducido y/o utilizado al momento de estacionar por parte de la persona en 

situación de discapacidad.  

Artículo 9º Este artículo busca sancionar con multa de un (1) salario mínimo legal 

mensual vigente y la caducidad del CUD a quien lo utilice indebidamente.  

Parágrafo: El parágrafo del artículo 9º de esta iniciativa establece que las multas 

impuestas por los conceptos a los que hace referencia este proyecto, deberán ser 

canceladas en favor del municipio donde ocurriere la infracción; recursos que 

tendrán una destinación específica como lo es: la vigilancia y promoción del 

cumplimento de esta normativa y el apoyo a las personas en situación de 

discapacidad física, psíquica, mental y auditiva sujeto esto a los programas 

establecidos por cada entidad territorial.  

Artículo 10º: Este artículo busca modificar el numeral 5º del artículo 76 de la ley 

769 de 2002, mediante el cual se pretende agregar la expresión “sin que cuenten 
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con el respectivo permiso expedido por la entidad de transito correspondiente” con 

lo que se busca actualizar el código de tránsito a la existencia del CUD como 

requisito indispensable para estacionar en lugares demarcados con el signo 

internacional de accesibilidad.  

Artículo 11º: Esta disposición busca agregar al código nacional de tránsito el 

trabajo comunitario como tipo de sanción aplicable a conductas como el 

estacionamiento indebido en zonas demarcadas con el símbolo internacional de 

accesibilidad. Lo anterior, teniendo en cuenta que en el parágrafo 4º de este 

artículo se busca que quienes comentan esta conducta sean penalizados con 

multa, sumado a la obligación de prestar servicio comunitario por un término de 

diez (10) horas. 

Articulo 12º: Hace referencia a la vigencia de la norma.  

 

PROPOSICIÓN 

Con base en los anteriores argumentos pongo a consideración de los honorables 

miembros del Congreso de la República el presente proyecto, pues desarrolla los 

postulados constitucionales de protección especial a los sectores más vulnerables 

de nuestra sociedad, buscando el respeto de los derechos a la igualdad, no 

discriminación y dignidad humana de las personas con limitaciones físicas y de 

quienes pueden verse en eventual estado de debilidad manifiesta como las 

madres en embarazo y aquellas personas que transportan bebes en los vehículos. 

 

 

 

De los honorables Congresistas, 

 

 

 

 

 

JAIME AMÍN HERNÁNDEZ, 

Senador de la República. 

Partido Centro Democrático  


